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Normativa Ley 35/2006 arts. 7-d

Descripción
de hechos

En octubre de 1995 el hijo de los consultantes sufrió un accidente de tráfico que le produjo
lesiones, siendo declarado en estado de incapacidad total mediante sentencia de 31 de marzo de
1998. Por sentencia número 55/98 del Juzgado de Instrucción nº 2 de Orihuela, de fecha 17 de
abril de 1998, se condena al autor de una falta de imprudencia en el accidente a que por vía de
responsabilidad civil indemnice a aquel una determinada cantidad en concepto de indemnización
por secuelas más una renta vitalicia mensual, respondiendo civilmente de manera directa una
compañía aseguradora.

Cuestión
planteada

Posibilidad de aplicar la exención contemplada en el artículo 7.d) de la Ley del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas a la referida indemnización, incluyendo la renta vitalicia.

Contestación
completa

Según el escrito de consulta, debido a la intervención por liquidación en noviembre de 1999 de la
compañía de seguros que tenía que hacerse cargo de la indemnización, la Comisión Liquidadora
de Entidades Aseguradoras, dependiente del Consorcio de Compensación de Seguros, se hizo
cargo de la responsabilidad de la indemnización.

No obstante, la renta vitalicia establecida en la sentencia no pudo ser asumida por la Comisión
Liquidadora de Entidades Aseguradoras por encontrarse fuera de sus competencias y de su ámbito
de actuación temporal. Como única solución viable se estableció que la renta vitalicia fuese
asumida por una nueva entidad aseguradora, en los términos y condiciones de la sentencia nº
55/98, mediante el pago de una prima, y todo ello previa autorización judicial.

Tras realizar determinados cálculos actuariales se determinó la prima necesaria para la
constitución de la renta vitalicia.

Una vez establecida la prima, se solicitó al Juzgado la autorización para la contratación de la póliza
a través de una compañía aseguradora. Con fecha 14 de julio de 2000 el Juzgado nº 2 de Orihuela
emitió providencia, dando el visto bueno a dicha solicitud con el acuerdo del Ministerio Fiscal.

De conformidad con lo anterior, se procedió al endoso a la compañía aseguradora del cheque
bancario emitido por el Consorcio de Compensación de Seguros con el importe de la prima que
dará lugar a la renta vitalicia.

En la actualidad se sigue percibiendo la renta vitalicia.

El artículo 7 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta
de no Residentes y sobre el Patrimonio (BOE de 29 de noviembre), regula las rentas exentas. En
su apartado d) establece que estarán exentas:

“Las indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños personales, en la
cuantía legal o judicialmente reconocida.

Igualmente estarán exentas las indemnizaciones por idéntico tipo de daños derivadas de contratos
de seguro de accidentes, salvo aquellos cuyas primas hubieran podido reducir la base imponible o
ser consideradas gasto deducible por aplicación de la regla 1.ª del apartado 2 del artículo 30 de
esta Ley, hasta la cuantía que resulte de aplicar, para el daño sufrido, el sistema para la valoración
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de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, incorporado como
anexo en el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de
vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre.”

De acuerdo con el primer párrafo del precepto transcrito, se encuentran exentas las
indemnizaciones percibidas como consecuencia de responsabilidad civil por daños personales, es
decir,dañosfísicos, psíquicos o morales, en la cuantía legal o judicialmente reconocida, siendo
indiferente que la indemnización del daño causado a otro la pague el propio causante del daño o el
seguro que cubra su responsabilidad civil.

Por lo que respecta a la cuantía judicialmente reconocida, este Centro Directivo considera
comprendidas en tal expresión dos supuestos:

a) Cuantificación fijada por un juez o tribunal mediante resolución judicial.

b) Fórmulas intermedias. Con esta expresión se hace referencia a aquellos casos en los que existe
una aproximación voluntaria en las posturas de las partes en conflicto, siempre que haya algún tipo
de intervención judicial. A título de ejemplo, se pueden citar los siguientes: acto de conciliación
judicial, allanamiento, renuncia, desistimiento y transacción judicial.

Es criterio de este Centro Directivo que cuando judicialmente se reconoce tanto el montante de la
indemnización como la forma (capital o renta) en que ha de pagarse, la exención será total
respecto a la cuantía reconocida.

Por tanto, conforme con lo expuesto, procedería calificar la indemnización percibida como renta
exenta de acuerdo con el artículo 7.d) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas, en cuanto sea consecuencia de responsabilidad civil por daños
personales, al haber sido judicialmente reconocida su cuantía.

La exención alcanzará a la cuantía que se perciba en concepto de renta vitalicia y sin que la
intervención del Consorcio de Compensación de Seguros y la asunción de la renta vitalicia por una
nueva entidad aseguradora altere el carácter exento de la indemnización, dado que son
circunstancias ajenas al control y a la voluntad de los consultantes.

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.


